El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 20 de junio de 2018

Proceso:
Acción de Tutela – Confirma parcial 
Radicación Nro. :         66682-31-03-001-2018-00099-01

Accionante: 

YMCC
Accionado:
 SECCIONAL DE SANIDAD POLICÍA NACIONAL Y OTRO

Magistrado Ponente: 
 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas: 

          DERECHO A LA SALUD / PROCEDIMIENTOS ORDENADOS POR MÉDICO TRATANTE / NO SE AUTORIZARON EN LA FORMA ORDENADA / GASTOS DE TRANSPORTE / NO SE ACREDITÓ IMPOSIBILIDAD ECONÓMICA / CONFIRMA PARCIALMENTE / Se encuentra probado que el médico tratante le recomendó a DAIC, para un periodo de tres mes, los siguientes servicios médicos: a) 36 sesiones de fonoaudiología, tres por semana ; b) 36 terapias ocupacionales con énfasis en neurodesarrollo, tres por semana  y c) 300 horas de psicoterapia por psicología individual con enfoque en análisis de comportamiento aplicado, “5 horas al día, 5 días por semana” .

De conformidad con los hechos de la demanda, para la fecha en que se instauró, ninguno de esos servicios habían sido suministrados  por la entidad accionada, circunstancia que no fue controvertida.

En esas condiciones puede decirse que la accionada lesionó el derecho a la salud de que es titular el menor demandante, a pesar de tratarse de un niño, sujeto de especial protección constitucional, quien, además, sufre de autismo que es una enfermedad particularmente grave, al dilatar sin justificación alguna la continuidad y oportunidad de su tratamiento, prolongándose su padecimiento, por lo que se desconoció su derecho de acceder en condiciones dignas a los servicios de salud.

(…)

La promotora de la acción también pretende que le brinden los gastos necesarios para el transporte de ida y regreso desde el municipio de Santa Rosa de Cabal hasta esta ciudad o a cualquier otra a la cual sea remitido su hijo.

Lo relacionado con tales gastos no hace parte del plan de servicios de sanidad militar y policial. La jurisprudencia constitucional los ha reconocido siempre y cuando se reúnan algunos requisitos que fueron reiterados en la sentencia T-233 de 2011…

(…)

En el caso bajo estudio no se cumplen todas las reglas citadas en la sentencia transcrita. En efecto, aunque debido a las condiciones especiales del menor, los servicios médicos ordenados resultan imprescindibles para su normal desarrollo y su progenitora afirma que los ingresos de su familia son insuficientes para costear las “terapias, citas y transporte” si se tienen en cuenta los demás gastos de vivienda, alimentación y servicios públicos que deben asumir, para la Sala no existen elementos que demuestren esta última circunstancia, por las siguientes razones: a) a pesar de aquella manifestación la promotora del amparo dejó de acreditar a cuánto ascienden los egresos de su familia y si con el cubrimiento de los gastos de transporte sus necesidades básicas se menoscaban; b) el Director de Sanidad Seccional, en el recurso de impugnación, se opuso a esa supuesta incapacidad económica, en razón a que la terapias y citas serían asumidas por la entidad que representa y el padre del menor recibe una asignación mensual como agente de la Policía Nacional, que le permite sufragar esos gastos; c) la parte actora, en atención al requerimiento realizado en esta sede, aportó copia de los desprendibles de pago del salario del padre del menor, correspondientes a los últimos tres meses, en los cuales aparece que percibe una asignación mensual de $1.517.833 y que aplicados los descuentos respectivos, durante los meses de abril y mayo le pagaron, en promedio, un total de $1.512.000, y en junio $965.474,29. 

Surge de lo anterior que la familia del accionante cuenta con los recursos para cubrir los gastos de transporte, pues a falta de prueba sobre la incapacidad económica, se tiene que el padre del menor tiene una fuente fija de ingresos que a pesar de los descuentos correspondientes, se considera suficiente para asumirlos

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, junio veinte (20) de dos mil dieciocho (2018)  

Acta No. 216 del 20 de junio de 2018

Expediente No. 66682-31-03-001-2018-00099-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el Jefe Seccional de Sanidad Regional Risaralda de la Policía Nacional, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 2 de mayo último, en la acción de tutela que instauró la señora Yeimi Marcela Castrillón Cardona, en representación de su hijo DAIC, contra aquella entidad, a la que fue vinculada la IPS Neuroser.
A N T E C E D E N T E S

1. Narró la promotora de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Su hijo y ella se encuentran afiliados a Sanidad Risaralda, en calidad de beneficiarios del señor Víctor Andrés Imbajoa Cubillos. 
1.2 El menor DAIC nació el 23 de diciembre de 2015; desde los seis meses fue sometido a terapias “para que sostuviera la cabeza y se pudiera sentar”, al año pudo gatear y a los dos caminar. También empezó a presentar dificultades del habla. A principios del mes de junio de 2017, los médicos, teniendo en cuenta el retraso en su desarrollo, sospecharon de se tratara de un caso de autismo. Luego de evaluaciones de fisioterapéuticas, fonoaudiológicas y pediatras, se recomendó una valoración con neuropediatra.  
1.3 La entidad demandada autorizó el examen para el mes de agosto de 2017 “pero no había contrato con la EPS… razón por la cual decidimos llevarlo de manera particular donde la neupediatra (sic)”. Esta especialista confirmó el diagnóstico de autismo y determinó que el niño requería de forma prioritaria intervención en psicología, fonoaudiología y terapias ocupacionales con énfasis en comportamiento aplicado, para “mejorar las estrategias de comunicación y control conductual, así mismo nos remitió  a un centro especializado para personas con este espectro en el municipio 
de Cartago”.  
1.4 El 28 de noviembre de 2017 fue examinado por el psicólogo terapeuta comportamental del citado centro especializado, al que acudieron de manera particular, quien les manifestó que el menor requería de un proceso terapéutico integral intensivo en salud mental bajo el método de análisis de comportamiento aplicado.

1.5 Tal orden fue presentada ante la Dirección de Sanidad Seccional, que se negó a autorizarla ya que no había sido expedida por médico adscrito a esa entidad. Además, le informaron que debía esperar a que se profiriera la respectiva remisión a principios del mes de enero de este año. Surtido lo anterior, nuevamente su hijo fue valorado por la neuropediatra que conocía el caso, la cual profirió las siguientes órdenes para el tratamiento de tres meses, dividido así: a) 36 terapias ocupacionales e igual número de exámenes de fonoaudiología, es decir tres sesiones por semana; b) 300 horas de psicoterapia por psicología individual con enfoque en análisis del comportamiento aplicado, lo que traduce en 5 horas diarias y c) nueva revisión para continuar con ese manejo médico, cada tres meses.  
1.6 Frente a lo anterior, la entidad accionada indicó que solo podía autorizar diez sesiones, ya que esos servicios no se encontraban en el POS. Además, en la IPS Neuroser, contratada para ese efecto, les manifestaron que carecían de especialistas y que los llamarían para programar las citas, sin que a la fecha esto haya ocurrido. 
1.7 El menor requiere del tratamiento recomendado para impedir el avance de su patología, la cual, de no ser atendida a tiempo, produciría graves consecuencias en su normal desarrollo.
1.8 Su familia carece de la capacidad económica para cubrir los costos de las terapias, citas y transporte, ya que ella se encuentra desempleada y el salario que percibe su cónyuge como oficial de la Policía Nacional, es destinado para la alimentación, la vivienda, los servicios públicos y “los gastos que genera la enfermedad del menor”. 
2. Considera vulnerados los derechos a la vida, la protección de la niñez, la seguridad social y la salud. Para su protección, solicita se ordene a la demandada autorizar en el menor tiempo posible los gastos de transporte, alimentación y estadía que requiera el niño, junto con un acompañante, para trasladarse “de ida y regreso de la ciudad de Pereira o al lugar que requiera en razón de citas médicas, remisiones, terapias o tratamientos que le sean asignados” y garantizar el tratamiento integral para el manejo de la enfermedad que padece, tales como exámenes, terapias, viáticos, medicamentos y demás servicios que necesite estén o no incluidos en el POS. 
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 18 de abril último se admitió la tutela contra la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía Nacional y se ordenó la vinculación de Neuroser IPS. Estas entidades guardaron silencio.
2. Mediante sentencia del 2 de mayo pasado, el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal otorgó el amparo solicitado y ordenó al Director de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional Risaralda: a) si aún no lo ha hecho proceder a realizar los trámites administrativos para garantizar la prestación de 300 horas de psicoterapia por psicología individual con enfoque en análisis del comportamiento aplicado, 36 terapias ocupacionales y 36 sesiones de fonoaudiología, así como para las renovaciones sucesivas de las órdenes médicas, de conformidad con lo dispuesto por el galeno tratante; b) suministrar tratamiento integral para la atención del diagnóstico de autismo que padece el menor “con las complicaciones que pudieren derivar de su patología y las relacionadas con la misma”, lo que incluye procedimientos, citas, hospitalizaciones, medicamentos y transporte y c) autorizar tales servicios sin dilación alguna. Además, desvinculó a la IPS Neuroser.
Para decidir así, luego de citar jurisprudencia que consideró aplicable al caso, estimó la funcionaria de primera sede que la Dirección de Sanidad de la Policía vulneró los derechos del menor al no autorizar la totalidad de los servicios recomendados por el especialista tratante, los que requiere para el manejo de su enfermedad de autismo, padecimiento que debe ser atendido oportunamente para garantizar el normal desarrollo. Además, la citada entidad está en la obligación de realizar las gestiones ante las IPS que contrate para la atención efectiva de sus usuarios, pues no basta con la autorización del servicio, además es menester su materialización. 
De otro lado, señaló que el servicio de salud se rige por el principio de la integralidad, según el cual se deben suministrar los medios necesarios para la recuperación del paciente. Por tanto la entidad accionada debe cubrir el tratamiento integral sin posibilidad de recobro.
En relación con los gastos de transporte y viáticos dijo que según la jurisprudencia constitucional, la acción de tutela es procedente para disponer su entrega, cuando exista imposibilidad económica de sufragarlos y por ello es viable ordenar a la demandada asumir tales gastos desde el municipio de Santa Rosa de Cabal hasta Pereira o a otras ciudades a las cuales sea remitido el usuario.  
3. El Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional impugnó el fallo. Expresó que se ha procurado prestar en forma óptima los servicios de salud del menor afiliado, al punto de que antes de la presentación de la tutela ya se había autorizado 10 terapias ocupacionales con énfasis en neurodesarrollo y 12 de fonoaudiología, situación que obedece no a una negativa del servicio, sino a la distribución mensual que se hizo por parte de la auditoría médica de esa entidad, tal como se hará respecto de las terapias pendientes por autorizar, para un mayor control de los servicios que debe suministrar el contratista, en este caso Neuroser. Esta IPS es la responsable de programar las citas del paciente y aunque ya procedió a hacerlo, a la fecha el menor no ha comparecido a ninguna de esas valoraciones, según lo informó esa entidad por correo electrónico. En relación con el servicio de psicoterapia por psicología individual con enfoque en análisis del comportamiento aplicado, la citada IPS indicó que solo pueden ser llevadas a cabo a partir del 16 de mayo de esta anualidad y por tanto se le solicitó la iniciación de esas terapias desde esa fecha. Por ello como la entidad que representa no ha sido negligente respecto de la atención en salud ordenada, no se ha debido autorizar el tratamiento integral, máxime cuando la acción de tutela no fue concebida para garantizar derechos futuros.
Considera que las órdenes impuestas resultan ambiguas ya que si bien se accede a la medida integral, luego se conmina a autorizar las terapias, medicamentos y procedimientos que requiera el niño.

De otro lado, según la jurisprudencia constitucional, la carga relativa al transporte puede ser trasladada a la EPS cuando el paciente y su familia carezcan de los recursos económicos suficientes y la falta de ese servicio ponga en riesgo la vida o la salud del paciente. En este caso tales requisitos se incumplen, pues aunque la promotora del amparo dijo que no podía asumir el costo del tratamiento médico y los viáticos, lo cierto es que esa entidad suministró los servicios de salud requeridos y por ello es apenas proporcional que los padres del menor asuman tales gastos para preservar el principio de sostenibilidad financiera del sistema de salud. Además, el padre del menor se desempeña como patrullero de la Policía Nacional, tiene una asignación básica mensual superior al salario mínimo legal, la que para el año 2017 ascendía a $1.444.317 y a $1.517.832 en la actualidad, a lo que se adicionan los subsidios correspondientes. Así mismo, el menor no requiere un vehículo especializado para hacer sus desplazamientos.   
Solicita se revoque el numeral tercero y cuarto del fallo impugnado, el primero de ellos respecto al transporte ordenado.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala decidir: a) si la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía Nacional vulneró los derecho del menor DAIC debido a la incompleta entrega de los servicios de salud que requiere y b) si se cumplen los requisitos para ordenar el suministro de los gastos de transporte y para garantizar el tratamiento integral.

3. El citado niño se encuentra afiliado al Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, que regula el Decreto 1795 de 2000
, en cuyo artículo 27 dispone: “Todos los afiliados y beneficiarios al SSMP, tendrán derecho a un Plan de Servicios de Sanidad en los términos y condiciones que establezca el CSSMP. Además cubrirá la atención integral para los afiliados y beneficiarios del SSMP en la enfermedad general y maternidad, en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación. Igualmente tendrán derecho a que el SSMP les suministre dentro del país asistencia médica, quirúrgica, odontológica, hospitalaria, farmacéutica y demás servicios asistenciales en Hospitales, Establecimientos de Sanidad Militar y Policial y de ser necesario en otras 
Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.”

4. De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, “El derecho a la salud de los niños y niñas tiene una protección reforzada, puesto que ellos hacen parte del grupo de los sujetos de especial protección constitucional. Lo antepuesto, porque desarrolla el derecho a la igualdad, mandato que impone mayores obligaciones a las autoridades y a los particulares de atender las enfermedades que padezcan los menores”
. 

La lesión a tal derecho puede producirse cuando el acceso a los servicios de salud y la atención preferente para los menores, sujetos de especial protección constitucional, no se presta de manera inmediata, completa y en función a las condiciones físicas y mentales de éstos. Así lo ha explicado la Corte Constitucional: 
“El Estado tiene la obligación de garantizar el disfrute del más alto nivel posible de salud y de atención de servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud de los niños. Este mandato se desprende del artículo 44 de la Constitución y de las normas de derecho internacional, por ejemplo el artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño
; el artículo 4º de la Declaración de los Derechos del Niño
, numerales a) y d); el numeral 2° del artículo 12
 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que fijó algunos parámetros que propenden por la protección de los derechos fundamentales de los niños. Las citadas normas internacionales atribuyen el deber estatal de suministrar de forma integral el tratamiento para las enfermedades que padecen los menores.
En la Sentencia SU-819 de 1999, la Corte advirtió la prevalencia de los derechos de los niños de la siguiente forma:
“El derecho a la salud en el caso de los niños, en cuanto derivado necesario del derecho a la vida y para garantizar su dignidad, es un derecho
fundamental prevalente y por tanto incondicional y de protección inmediata cuando se amenaza o vulnera su núcleo esencial. En consecuencia, el Estado tiene en desarrollo de la función protectora que le es esencial dentro del límite de su capacidad, el deber irrenunciable e incondicional de amparar la salud de los niños”.
Bajo esa perspectiva, la jurisprudencia de esta Corporación, al interpretar el cuerpo normativo que regula la garantía de los derechos de los niños ha concluido que en todos los casos relacionados con la protección de sus derechos, “el criterio primordial a seguir por las autoridades competentes debe ser el de la preservación y protección del interés prevaleciente y superior del menor”
, lo cual se traduce en la ejecución inmediata de las medidas necesarias para garantizar sus derechos.
Así mismo, las Salas de Revisión han precisado que la prevalencia de los derechos de los niños obliga a que
: i) la atención a éstos sea prestada de forma inmediata; ii) el servicio o insumo sea suministrado sin demora cuando se ha emitido la autorización respectiva; iii) los medicamentos al igual que tratamientos sean de calidad; y iv) la actualización de la valoración médica se presente de forma repetida de acuerdo a las condiciones de salud del paciente
…

5.3.
 En conclusión, esta Corte ha considerado que el derecho a acceder a los servicios de salud es el presupuesto mínimo para el goce efectivo del derecho a la salud, el cual debe garantizarse de manera preferente sobre los niños y las niñas y adolescentes, debido a su especial condición de vulnerabilidad. El acceso a los servicios de salud y la atención preferente sobre sujetos de especial protección constitucional, resultan insuficientes si no se prestan de manera inmediata, completa y en función a las condiciones físicas además mentales. Esas normas judiciales se refuerzan en menores con discapacidad. Al mismo tiempo son aplicables al Sistema Especial de Salud de las Fuerzas Armadas.”

 

5. Se encuentra probado que el médico tratante le recomendó a DAIC, para un periodo de tres mes, los siguientes servicios médicos: a) 36 sesiones de fonoaudiología, tres por semana
; b) 36 terapias ocupacionales con énfasis en neurodesarrollo, tres por semana
 y c) 300 horas de psicoterapia por psicología individual con enfoque en análisis de comportamiento aplicado, “5 horas al día, 5 días por semana”
.
De conformidad con los hechos de la demanda, para la fecha en que se instauró, ninguno de esos servicios habían sido suministrados  por la entidad accionada, circunstancia que no fue controvertida.

En esas condiciones puede decirse que la accionada lesionó el derecho a la salud de que es titular el menor demandante, a pesar de tratarse de un niño, sujeto de especial protección constitucional, quien, además, sufre de autismo que es una enfermedad particularmente grave, al dilatar sin justificación alguna la continuidad y oportunidad de su tratamiento, prolongándose su padecimiento, por lo que se desconoció su derecho de acceder en condiciones dignas a los servicios de salud.

Al momento de impugnar el fallo de primera instancia, el Director Seccional de Sanidad indicó que ya se habían autorizado 10 terapias ocupacionales con énfasis en neurodesarrollo y 12 de fonoaudiología y que las psicoterapias por psicología individual con enfoque en análisis del comportamiento aplicado, serían practicadas en la IPS Neuroser desde el 16 de mayo último. Es decir que en la actualidad se reconoce la obligación de otorgar tales servicios médicos. 
Sin embargo, no se demostró que tales prestaciones hayan sido efectivamente prestadas y aunque la entidad accionada alega que el menor supuestamente no ha asistido a las citas programadas por la IPS Neuroser, hecho que dejó de ser acreditado, de todas formas esa autoridad omitió autorizar tales servicios de salud en la forma indicada por los galenos tratantes. En efecto, si bien la neuropediatra ordenó un tratamiento específico para tres meses, la Dirección Seccional de Sanidad aprobó menos de tales terapias, sin que se tenga certeza si los restantes lo serán.
Tampoco se comparte el argumento de la accionada para proceder de tal forma, según el cual la aprobación fraccionada de las terapias ordenadas obedece a la vigilancia que debe ejercer sobre el contrato suscrito con la citada IPS, pues para la Sala ello constituye un obstáculo para la prestación efectiva del servicio de salud, ya que somete al paciente a trámites administrativos adicionales, a pesar de que ese efecto basta con un sola autorización de servicios.    
En conclusión, al no estar acreditada la prestación del servicio de salud, en los términos recomendados por el médico tratante, queda demostrada la lesión de los derechos invocados a favor del actor, lo que justificaba conceder la protección solicitada.
6. La promotora de la acción también pretende que le brinden los gastos necesarios para el transporte de ida y regreso desde el municipio de Santa Rosa de Cabal hasta esta ciudad o a cualquier otra a la cual sea remitido su hijo.

Lo relacionado con tales gastos no hace parte del plan de servicios de sanidad militar y policial. La jurisprudencia constitucional los ha reconocido siempre y cuando se reúnan algunos requisitos que fueron reiterados en la sentencia T-233 de 2011, así:
“El traslado de pacientes de su domicilio a la institución donde debe ser prestado el servicio de salud que requiera y que no puede ser cubierto por la entidad de salud a la cual se encuentra afiliado debe correr por cuenta del usuario o sus familiares. Empero, en ciertos casos especiales, dadas las circunstancias del paciente, es posible que las propias entidades de salud asuman gastos de traslado de manera excepcional con el fin de garantizar el derecho de accesibilidad a los servicios necesitados. En dichos eventos se debe verificar que:
“(i) el procedimiento o tratamiento debe ser imprescindible para asegurar el derecho a la salud y la integridad de la persona. Al respecto se debe observar que la salud no se limita a la conservación del conjunto determinado de condiciones biológicas de las que depende, en estricto sentido, la vida humana, sino que este concepto, a la luz de lo dispuesto en los artículos 1° y 11 del Texto Constitucional, extiende sus márgenes hasta comprender los elementos requeridos por el ser humano para disfrutar de una vida digna
 (ii) el paciente o sus familiares carecen      de recursos económicos para sufragar los gastos de desplazamiento
 y (iii) la imposibilidad de acceder al tratamiento por no llevarse a cabo       el traslado genera riesgo para la vida, la integridad física o la salud del 
paciente, la cual incluye su fase de recuperación
.”

A la luz de esta jurisprudencia y atendiendo el principio de integralidad, el transporte en salud es susceptible de protección constitucional y toda persona tiene derecho a que se remuevan las barreras y obstáculos que le impidan acceder a los servicios de salud que requiere con necesidad, cuando implican el desplazamiento a un lugar distinto al de residencia, debido a que en su territorio no existan instituciones en capacidad de prestarlo y no pueda asumir los costos de dicho traslado.
También tiene derecho a que se costee el traslado de un acompañante, si su presencia y soporte se requiere para poder acceder al servicio de salud. La regla jurisprudencial aplicable para la procedencia del amparo constitucional respecto a la financiación del traslado del acompañante ha sido definida en los siguientes términos:“(i) el paciente sea totalmente dependiente de un tercero para su desplazamiento, (ii) requiera atención permanente para garantizar su integridad física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas y (iii) ni él ni su núcleo familiar cuenten con los recursos suficientes para financiar el traslado”
. 

En suma, una EPS vulnera el derecho fundamental a la salud de una persona cuando presta un servicio en salud fraccionado, dejando por fuera exámenes, medicamentos y demás procedimientos que la persona requiere para recuperarse o cuando no autoriza el transporte necesario para acceder al tratamiento prescrito por el médico tratante. Ha precisado la jurisprudencia que es irrelevante si algunos de los servicios en salud son POS y otros no, en tanto “las entidades e instituciones de salud son solidarias entre sí, sin perjuicio de las reglas que indiquen quién debe asumir el costo y del reconocimiento de los servicios adicionales en que haya incurrido una entidad que garantizó la prestación del servicio de salud, pese a no corresponderle”
.
En este caso, la omisión en la prestación del servicio se predica de la Dirección General de Sanidad de las Fuerzas Militares. En virtud del artículo 279 de la Ley 100 de 1993, las Fuerzas Militares y la Policía Nacional se sujetan a un régimen especial de salud, al cual se encuentra afiliado tanto el personal militar como el civil en los supuestos que establece la correspondiente normatividad (artículos 19 de la Ley 352 de 1997 y 23 del Decreto 1795 de 2000). Según lo establecido por el Decreto Ley 1795 de 2000, en virtud del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, el objeto del Sistema es prestar el Servicio de Sanidad inherente a las Operaciones Militares y del Servicio Policial como parte de su logística Militar y además brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios
.”

En el caso bajo estudio no se cumplen todas las reglas citadas en la sentencia transcrita. En efecto, aunque debido a las condiciones especiales del menor, los servicios médicos ordenados resultan imprescindibles para su normal desarrollo y su progenitora afirma que los ingresos de su familia son insuficientes para costear las “terapias, citas y transporte” si se tienen en cuenta los demás gastos de vivienda, alimentación y servicios públicos que deben asumir, para la Sala no existen elementos que demuestren esta última circunstancia, por las siguientes razones: a) a pesar de aquella manifestación la promotora del amparo dejó de acreditar a cuánto ascienden los egresos de su familia y si con el cubrimiento de los gastos de transporte sus necesidades básicas se menoscaban; b) el Director de Sanidad Seccional, en el recurso de impugnación, se opuso a esa supuesta incapacidad económica, en razón a que la terapias y citas serían asumidas por la entidad que representa y el padre del menor recibe una asignación mensual como agente de la Policía Nacional, que le permite sufragar esos gastos; c) la parte actora, en atención al requerimiento realizado en esta sede, aportó copia de los desprendibles de pago del salario del padre del menor, correspondientes a los últimos tres meses, en los cuales aparece que percibe una asignación mensual de $1.517.833 y que aplicados los descuentos respectivos, durante los meses de abril y mayo le pagaron, en promedio, un total de $1.512.000, y en junio $965.474,29. 
Surge de lo anterior que la familia del accionante cuenta con los recursos para cubrir los gastos de transporte, pues a falta de prueba sobre la incapacidad económica, se tiene que el padre del menor tiene una fuente fija de ingresos que a pesar de los descuentos correspondientes, se considera suficiente para asumirlos, más aún si se tiene en cuenta que estos fueron solicitados, básicamente, para trasladarse entre el domicilio del menor, ubicado en Santa Rosa de Cabal, y el lugar donde regularmente se realizan las citas y terapias, esto es la ciudad de Pereira, municipios que por su cercanía
 no generan un pago desproporcionado en pasajes por cada trayecto.
Por tanto, puede decirse que en este caso concreto no es procedente ordenar a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional cubrir los gastos de transporte entre las citadas localidades o a cualquier otro a la que deba desplazarse el menor para ser atendido en sus padecimientos.

7. En relación con el tratamiento integral solicitado, es preciso indicar que la Ley 1751 de 2015, por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones, establece en su artículo 8º que:
“La integralidad. Los servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación definido por el legislador. No podrá fragmentarse la responsabilidad en la prestación de un servicio de salud específico en desmedro de la salud del usuario.
En los casos en los que exista duda sobre el alcance de un servicio o tecnología de salud cubierto por el Estado, se entenderá que este comprende todos los elementos esenciales para lograr su objetivo médico respecto de la necesidad específica de salud diagnosticada.”

Sobre ese nivel de atención, ha dicho la Corte Constitucional:
“El tratamiento integral está regulado en el Artículo 8° de la Ley 1751 de 2015, implica garantizar el acceso efectivo al servicio de salud, lo que incluye suministrar “todos aquellos medicamentos, exámenes, procedimientos, intervenciones y terapias, entre otros, con miras a la recuperación e integración social del paciente, sin que medie obstáculo alguno independientemente de que se encuentren en el POS o no”
.  Igualmente, comprende un tratamiento sin fracciones, es decir “prestado de forma ininterrumpida, completa, diligente, oportuna y con calidad”
…

El tratamiento integral también implica la obligación de no fraccionar la prestación del servicio, por lo que está conexo con el principio de continuidad, que, de acuerdo a la jurisprudencia constitucional, obliga a prestar los servicios de salud de modo adecuado e ininterrumpido
. Para tal efecto, las entidades de salud deben actuar con sujeción al principio de solidaridad, de modo que los trámites administrativos no sean un obstáculo en la prestación de sus servicios y los mismos sean brindados de forma coordinada y armónica…

Como corolario de lo anterior se tiene que, el tratamiento integral implica prestar los servicios de salud de manera oportuna, continúa e ininterrumpida. Los trámites administrativos no pueden ser excesivos y en ningún caso justifican la demora o la negación en el cumplimiento de una orden del médico tratante, de lo contrario se lesiona el derecho fundamental a la salud…
Por último, se resalta que ese desarrollo de funciones, garantista y protector al que están obligados los operadores del sistema de salud, también debe guiar la actuación del juez constitucional, y con mayor amplitud cuando deba pronunciarse frente a una tutela en la que uno de los sujetos procesales se encuentre en un estado de debilidad manifiesta”
.
Así las cosas, la Sala comparte la providencia de primera instancia en cuanto dispuso suministrar al demandante el tratamiento integral, al tratarse de un caso en el que está acreditado que el accionante es una persona de especial protección, pues es un menor de edad y se encuentra en tratamiento para el manejo del diagnóstico de autismo, de conformidad con la jurisprudencia arriba transcrita y teniendo en cuenta su edad y la necesidad que tiene para que el servicio de salud sea garantizado de forma eficiente, oportuna y continua
.

8. En conclusión se confirmará la sentencia apelada, salvo en lo relativo al otorgamiento de los gastos de transporte que se revocará.
Por lo expuesto, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E   : 
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 2 de mayo pasado, dentro de la acción de tutela promovida por la señora Yeimi Marcela Castrillón Cardona, en representación de su hijo DAIC, contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional Risaralda, con excepción del ordinal tercero que SE REVOCA, para negar lo relativo a la concesión del transporte intermunicipal solicitado.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver fotocopia del carné de servicios de salud obrante a folio 34


� Corte Constitucional. Sentencia T-644 de 2014, Magistrada Ponente: Martha Victoria Sáchica Méndez.


� “Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud. Los Estados partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en particular, adoptarán las medidas apropiadas para: (...) (b) asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria que sean necesarias a todos los niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención primaria de salud (...).”


� ‘[E]l niño debe gozar de los beneficios de la seguridad social. Tendrá derecho a crecer y desarrollarse en buena salud, con este fin deberán proporcionarse tanto a él como a su madre, cuidados especiales, incluso atención prenatal y postnatal. El niño tendrá derecho a disfrutar de alimentación, vivienda, recreo y servicios médicos adecuados’


�: ‘a), es obligación de los Estados firmantes adoptar medidas necesarias para ‘la reducción de la mortalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños’; mientras que el literal d) dispone que se deben adoptar medidas necesarias para ‘la creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad’


� Sentencia T-907 de 2004. 


� Respecto del derecho a la salud de los menores pueden consultarse las Sentencias T-625 de 2009, y T-170 de 2010, T-705 de 2011y T-623 de 2013 entre otras.


� Sentencia T-283 de 2013.


� Corte Constitucional. Sentencia T-644 de 2014, Magistrada Ponente: Martha Victoria Sáchica Méndez.


� Folio 14 cuaderno No. 1


� Folio 15 cuaderno No. 1


� Folio 16 cuaderno No. 1





� Sentencia T-364 de 2005.


� Sentencias T-900 de 2002 ; T-197 de 2003 ; T-408 y T-861 de 2005 ; T-786 de 2006.


� Cfr. T-900 de 2002; T-197 de 2003; T-408 y T-861 de 2005; T-786 de 2006.


� Corte Constitucional, Sentencia T-301 de 2009. Sobre el particular también se puede consultar la Sentencia T-780 de 2013.


� Corte Constitucional, Sentencia T-350 de 2003. Esta decisión ha sido reiterada por la Corte en varias ocasione, por ejemplo, en las Sentencias T-962 de 2005  y T-459 de 2007, entre otras.


� Sentencia T-760 de 2008.


� Artículo 5 del Decreto – ley 1795 de 2000.





� Aproximadamente los separan 18 kilómetros 


� Al respecto, ver entre otras las sentencias T-872 de 2012 y T-395 de 2015.


� T-611 de 2014


� Ver, entre otras, las sentencias T-111 de 2013 y T- 970 de 2007.


� Sentencia T-081 de 2016


� Folio 11 cuaderno No. 2
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